
 

JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO EN LA VÍA 

ORDINARIA 

 

PARTE ACTORA: **********1 

 

AUTORIDAD DEMANDADA: 

OFICIAL MAYOR DEL 

AYUNTAMIENTO DE MEXICALI, 

BAJA CALIFORNIA. 

 

EXPEDIENTE: 172/2025 JP 

 

SENTENCIA DEFINITIVA  

 

Mexicali, Baja California, a ocho de jul io de dos mil 

veintiséis.  

 

SENTENCIA DEFINITIVA  que declara la nul idad de la 

resolución contenida en el oficio **********2, que dictó la Oficial 

Mayor del Ayuntamiento de Mexicali el veintidós de abril de dos 

mil veinticinco. 

 

GLOSARIO:  

 

Tribunal:  Tr ibunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California.  

 

Juzgado:  Juzgado Primero del Tr ibunal .  

 

Ley del Tribunal:  Ley del Tr ibunal Estatal de 

Just icia Administrativa de Baja 

California.  

 

Código Adjetivo: Código de Procedimientos 

Civi les para el Estado de Baja 

California.  

 

Reglamento de Bienes: Reglamento de Bienes del 

Patr imonio del Municipio de 

Mexicali,  Baja California.  

 

Oficial Mayor:  Oficial Mayor del Ayuntamiento 

de Mexicali,  Baja California. 

 

Resolución :  Resolución contenida en el oficio 

**********2, que emit ió la Oficial 

Mayor  el veint idós de abri l  de dos 

mil veintic inco. 

 

I. R E S U L T A N D O S 
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Antecedentes en sede administrativa 

 

1.  El 22 de abri l de 2025, la Oficial Mayor  emit ió la 

Resolución , mediante la cual le indicó a la parte actora que su 

posesión de la superficie ubicada en el lote **********3, de la 

manzana **********3, del Fraccionamiento **********3 originó una 

invasión de ese predio, pues estaba destinado para “área verde 

propiedad municipal” ,  por lo que debía desalojarlo en un periodo 

de 15 días naturales contados a part ir de la notificación de ese 

escrito, o de lo contrario se l levarían a cabo las acciones  jurídicas 

conducentes para recuperar dicha vía pública.  

 

2.  La parte actora manifestó que tuvo conocimiento de la 

Resolución  el 2 de junio de 2025. 

 

Antecedentes en el órgano jurisdiccional  

 

3.  El 11 de junio de 2025, la parte actora promovió 

demanda de nul idad, misma que se admitió mediante acuerdo 

de fecha 7 de julio de 2025 –previa prevención–, en el que se 

emplazó al Oficial Mayor como autoridad demandada, y se tuvo 

como acto impugnado la Resolución . 

 

4.  Posteriormente se continuó con la tramitación del juicio 

en los términos establecidos en la Ley del Tribunal , hasta el día 6 

de octubre de 2025, fecha en que quedó cerrada la instrucción 

del juicio, entendiéndose citado para sentencia.  

 

II. C O N S I D E R A N D O S  

 

Competencia 

 

5.  Este Juzgado  es competente por materia y territorio para 

conocer del presente juicio, tomando en consideración: a) que 

se promovió en contra de una resolución administrativa emitida 

por una autoridad municipal; y, b)  que el domicil io de la parte 

actora se encuentra dentro de la circunscripción terr itorial de 

este Juzgado . 

 

6.  Lo anterior, con fundamento en los art ículos 1, párrafo 

segundo; 4, fracción IV; 25; 26, fracción I, y último párrafo, todos 

de la Ley del Tr ibunal ; así como en lo dispuesto en el Acuerdo de 

Pleno de este Tr ibunal  publicado en el Periódico Oficial del 

Estado de Baja California de 26 de mayo de 2023.  

 



Sentencia Definit iva 

Expediente 172/2025 JP 

3 

 

Existencia del acto impugnado 

 

7.  La existencia de la Resolución  está acreditada en el 

presente juicio contencioso administrativo con la copia 

certificada del oficio que la contiene 1. 

 

8.  A la documental pública de referencia se le otorga 

pleno valor probatorio de conformidad con el artículo 103 de la 

Ley del Tr ibunal , en relación con lo dispuesto en los artículos 285, 

fracción I I I ;  322, fracción V; y 405 del Código Adjetivo ,  de 

aplicación supletoria.  

 

Oportunidad 

 

9.  La parte actora manifestó que tuvo conocimiento de la 

Resolución  el 2 de junio de 2025, circunstancia que la autoridad 

demandada no controvirt ió. 

 

10.  Lo anterior sin que pase inadvertido que en el punto 

número 1 del capítulo de pruebas de su contestación de la 

demanda, la Oficial Mayor  ofreció la impresión a blanco y negro 

de tres fotografías,  que afirmó se encuentran relacionadas  “con 

la notificación del asunto” 2, pues esa autoridad no expresó 

razonamiento alguno sobre tal notificación ni señaló qué es lo 

que pretendió acreditar con tales pruebas.  

 

11.  Consecuentemente, el plazo de quince días previsto en 

el artículo 62 de la Ley del Tribunal  para presentar la demanda 

transcurrió del 3 al 23 de junio de 2025. 

 

12.  Por tanto, si la demanda se presentó el 11 de junio de 

2025, es evidente que fue oportuna. 

 

Procedencia 

 

13.  Previo al estudio de los motivos de inconformidad 

planteados por el demandante, por ser una cuestión de orden 

público y estudio preferente, enseguida se analizará la 

procedencia del juicio.  

 

 

 

 
1 Véase la  fo ja 166 de l  expediente  en que se actúa.  
2 Véase el  reverso de la fo ja  164 de autos .  
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14.  En su contestación de demanda, la Oficial Mayor  

planteó tres causales de improcedencia.  

 

Primera causal de improcedencia 

 

15.  La autoridad expuso que se actualiza la causal de 

improcedencia prevista en el artículo 54, fracción XI, en relación 

con el artículo 26 de la Ley del Tr ibunal , al considerar que el acto 

impugnado no es definit ivo. 

 

16.  La l ínea argumentativa que expuso la autoridad 

consiste en lo s iguiente: 

 

• De conformidad con la tesis de jurisprudencia 2a./J. 

84/2018 (10a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, previo a la promoción del juicio 

contencioso administrativo debe existi r una sol icitud formulada 

ante la autoridad que genere un acto administrativo (una 

resolución expresa o f icta) dentro del procedimiento 

correspondiente, que constituya la última voluntad de la 

autoridad y que por tanto sea susceptible de ser analizado por 

este Tr ibunal .  

 

• La Resolución  no es un acto definitivo, porque 

únicamente informó a la parte actora que los estacionamientos 

en los comercios de su propiedad invaden una superficie que 

está destinada para área verde propiedad municipal, que 

contaba con 15 días para que de forma voluntaria desaloje el  

inmueble y que de hacer caso omiso esa autoridad llevaría las 

acciones tendientes a su recuperación, por lo que no se 

pronunció de forma definitiva sobre el desalojo, s ino que esta 

acción se mencionó “con el carácter de opcional” , de modo 

que no hubo una resolución de fondo.  

 

• Luego, este Tr ibunal  no puede resolver el fondo del 

asunto, aún a pesar de ser un órgano de plena jurisdicción, 

dado que el presupuesto para que determine la forma de 

reparación de la violación cometida por una autoridad 

administrativa es que cuente con los elementos necesari os para 

resolver sobre “las prestaciones reclamadas” , lo que es 

imposible en tanto que no existe una resolución de fondo por 

parte de la autoridad. 
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17.  En otras palabras, el razonamiento de la autoridad se 

traduce en que, desde su perspectiva, la Resolución  no es un 

acto administrativo definitivo s ino uno informativo, pues no fue 

instada mediante una sol icitud y tampoco se posicionó 

definit ivamente sobre el desalojo , sino que únicamente le 

advirt ió lo que en su caso podría pasar si no lo hacía. 

 

18.  La causal de improcedencia debe desestimarse.  

 

19.  En principio, la situación de que una autoridad sea o no 

sea instada es i rrelevante para efectos de determinar si una 

resolución reviste el carácter de definitivo . 

 

20.  En efecto, cualquier autoridad de la Administración 

Pública puede, en el ejercicio de las facultades que le 

correspondan, emitir de manera unilateral un acto o resolución 

que cree, modifique o extinga derechos u obligaciones de un 

particular, con independencia de que previamente se le hubiera 

instado o no. 

 

21.  Considerar lo contrario conllevaría al absurdo de que la 

Administración Pública no cuenta con potestad de ejercer la 

función administrativa y actuar por sí  sola, en el ámbito de sus 

facultades, para manifestar su voluntad de manera unilateral .  

 

22.  Precisado lo anterior , es infundado el argumento 

consistente en que la Resolución  no es un acto administrativo 

definit ivo sino informativo porque en ella no se pronunció de 

forma definitiva sobre el desalojo , sino que se mencionó “con el 

carácter de opcional”3. 

 

23.  En la tesis relevante 1/2022 4, el Pleno de este Tribunal  

explicó que para efectos de la procedencia del juicio de nulidad, 

los actos que se impugnen deben reunir una de las siguientes 

condiciones: a) no ser actos de naturaleza intraprocesal, o, 

siéndolo, constituyan el fallo con que el procedimiento culmine; 

y, b) de ser actos aislados (no fases de un procedimiento), 

constituyan la últ ima voluntad de la administración pública , lo 

que implica que sólo puedan modificarse a instancia del 

particular a través de un medio de defensa.  

 

 
3 Véase la  fo ja 161 de l  expediente  en que se actúa.  

 
4 É s ta  tes i s  puede consu l tarse  en e l  s igu iente en lace:  ht tps: // te jabc.mx/wp -

content/up loads/2023/08/Cr i te r io -Re levante -1-2022.pdf  

https://tejabc.mx/wp-content/uploads/2023/08/Criterio-Relevante-1-2022.pdf
https://tejabc.mx/wp-content/uploads/2023/08/Criterio-Relevante-1-2022.pdf
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24.  Para l legar a esa conclusión, el Pleno de este Tr ibunal  

analizó las consideraciones contenidas en la tesis aislada 2a. 

X/20035 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Just icia de 

la Nación y el art ículo 22, último párrafo, de la Ley del Tr ibunal 

Estatal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California –

ley aplicable al juicio del que emanó la tesis del Pleno–, que si 

bien es una ley abrogada, lo cierto es que el texto normativo de 

ese artículo es el mismo contenido en el artículo 30 de la Ley del 

Tribunal , y por tanto igualmente aplicable al caso.  

 

25.  Por otro lado, en el Manual de Derecho Administrativo, 

Xabier Arzoz Santisteban razonó que un acto administrativo, en 

sentido estr icto, requiere que “produzca efectos jur ídicos 

inmediatos vinculantes, consistentes en la creación, 

modificación o extinción de situaciones jurídicas.” .  

 

26.  En el caso concreto, la indicación de desalojo de la 

superficie invadida, crea una obligación para la parte actora de 

desalojar el lugar mediante el retiro de las construcciones que se 

hubieren realizado, y constituye una manifestación unilateral de 

la voluntad concluyente de la Oficial Mayor , en tanto que señaló 

expresamente que de hacer caso omiso a dicha indicación, 

l levará a cabo la recuperación de la vía pública.  

 

27.  Por tanto, contrario a lo aseverado por la autoridad 

demandada, la Resolución  no es un acto informativo sino un acto 

administrativo definitivo, pues creó una obligación en perjuicio 

de la parte actora, y expresó de manera uni lateral su voluntad 

 
5 TR IBUNAL FEDERAL  DE JUST ICIA F ISCAL  Y  ADMINISTRATIVA.  "RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS 

DEFINIT IVAS" .  ALCANCE DEL  CONCEPTO A QUE  SE  REF IERE  EL  ART ÍCULO 11 ,  PR IMER PÁRRAFO,  

DE LA LEY  ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL.  

 

La  acción contenciosa admin i s t rat iva promovida ante e l  T r ibunal  Federa l  de Just ic ia  F i scal  

y  Admin i s t rat iva,  aun cuando só lo  requie re  la  afectación de un in te rés ,  no const i tuye una 

potestad procesa l  cont ra  todo acto de la  Admin i s t ración Púb l ica,  pues se  t r ata de un 

mecani smo de ju r i sd icción res t r ing ida donde la  procedencia de la  v ía  está condic ionada 

a que los actos  admin i s t rat ivos  const i tuyan " reso luciones  def in i t i vas " ,  y  que se encuent ran 

mencionadas dent ro de las  h ipótes i s  de procedencia que prevé e l  c i t ado ar t ícu lo  11;  ahora 

b ien,  aunque este precepto estab lece que tendrán carácter  de " reso luciones  def in i t i vas "  

las  que no admi tan recurso o admi t iéndolo sea optat ivo,  es  cont rar io  a  derecho determinar 

e l  a lcance de la  def in i t iv idad para efectos  de l  ju ic io  contencioso admini s t rat ivo só lo  por  

esa expres ión,  ya que también debe cons iderarse  la  natura leza ju r íd ica de la  reso lución,  

sea ésta expresa o f icta,  la  cual  debe const i tu i r  e l  p roducto f ina l  o  la  vo luntad def in i t i va 

de la Admini s t ración Púb l ica,  que suel e  se r  de dos  formas:  a)  como úl t ima reso lución 

d ictada para poner  f in  a  un procedimiento,  y b)  como mani festación a i s lada que no 

requ ie re  de un procedimiento que le  anteceda para poder  re f le ja r  la ú l t ima vo luntad 

of ic ia l .  En  ese  tenor ,  cuando se  t rata de r eso luciones  def in i t i vas  que cu lminan un 

procedimiento admin i s t rat ivo,  las fases  de d icho procedimiento o actos  de natura leza 

procedimenta l  no podrán cons iderarse  reso luciones  def in i t i vas ,  pues ese carácter  só lo  lo 

tendrá la  ú l t ima deci s ión de l  p rocedimient o,  y  cuando se  impugne ésta podrán reclamarse 

tanto los v ic ios  de procedimiento como los  comet idos  en e l  d ictado de la reso lución; 

mient ras  que,  cuando se  t rate de actos  a i s lados  expresos  o f ictos  de la  Admin i s t ración 

Púb l ica se rán def in i t i vos  en tanto con tengan una determinación o deci s ión cuyas  

caracter í s t icas  impidan re formas que ocas ionen agrav ios  a  los  gobernados.  
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concluyente de recuperación de la vía pública con 

independencia de la cooperación del part icular de desalojarla.  

 

28.  En similar sentido se pronunció el Primer Tr ibunal 

Colegiado del Decimoquinto Circuito al resolver el amparo en 

revisión 37/2024-I,  en el que analizó el sobreseimiento del juicio 

de amparo que decretó el Juzgado de Distrito.  

 

29.  El acto reclamado en el juicio de amparo era un oficio 

mediante el cual el Jefe del Departamento de Urbanización de 

la Dirección de Administración Urbana del Ayuntamiento de 

Ti juana, Baja California, concedió al part icular un plazo de cinco 

días para desocupar un inmueble que también estimaba 

propiedad municipal, apercibido que de no hacerlo se iniciar ía 

el procedimiento de recuperación, entre otras consecuencias 

legales: 
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30.  Al analizar el sobreseimiento, el Tribunal Colegiado 

llegó a la conclusión de que el acto reclamado sí afectaba los 

derechos fundamentales del quejoso, “pues constituye una orden 

directa dirigida a la parte quejosa a fin de que proceda a 

demoler o retirar dentro del plazo de cinco días, un inmueble, 

con el apercibimiento que de no hacerlo, además de hacerse 

acreedor a la (sic) sanciones correspondientes, se iniciaría el 

procedimiento de recuperación de la fracción de la vía publica  

(sic) invadida”.  

 

Segunda causal de improcedencia 

 

31.  La autoridad expuso que se actualiza la causal de 

improcedencia prevista en el artículo 54, fracción I I , de la Ley del 

Tribunal , al considerar que la parte actora no tiene interés 

jur ídico para promover el presente juicio, bajo la premisa de que 

no acreditó ser t itular “de derechos sobre el inmueble al que 

recayó la resolución impugnada” 6. 

 

32.  La causal de improcedencia es inoperante. 

 

33.  En el presente juicio, la l it is  no consiste en determinar si 

la parte actora es o no es propietaria del predio, s ino en analizar 

la legalidad de la Resolución administrativa, que como ya se 

precisó en el estudio de la primera causal de improcedencia, 

impuso a la demandante una obligación, afectando de esta 

manera su esfera jurídica, de modo que la parte actora sí t iene 

interés jur ídico para promover el presente juicio contencioso 

administrativo.  

 

Tercera causal de improcedencia  

 

34.  La Oficial Mayor  expuso que se actualiza la causal de 

improcedencia prevista en el artículo 54, fracción XI, en relación 

con el artículo 66, fracción VII I  de la Ley del Tribunal , al 

considerar que la parte actora omitió expresar motivos de 

inconformidad en contra del acto impugnado, incumpliendo así 

con el deber previsto en el art ículo 66, fracción VII I  de la Ley del 

Tribunal .  

 

 
6 Véase el  reverso de la fo ja  162 de l  expediente  en que se  actúa.  
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35.  Para la autoridad, de la demanda no se  advierten 

argumentos suficientes que se traduzcan en la expresión de 

motivos de inconformidad tendientes a alcanzar su pretensión; 

señaló que la parte actora omite expresar las razones por las 

cuales considera que la resolución impugnada le causa un 

agravio ni las causales de nulidad que considera aplicables y que 

el simple reclamo de nulidad del acto impugnado no implica un 

razonamiento lógico-jurídico tendiente a desvirtuarlo.  

 

36.  Como apoyo citó las tesis de rubro: “CONCEPTOS O 

AGRAVIOS INOPERANTES. QUÉ DEBE ENTENDERSE POR “RAZONAMIENTO” 

COMO COMPONENTE DE LA CAUSA DE PEDIR PARA QUE PROCEDA SU 

ESTUDIO”, con número de registro digital: 2010038 y “AGRAVIOS 

INOPERANTES. LO SON AQUELLOS EN LOS QUE EL RECURRENTE SÓLO 

MANIFIESTA QUE LA SENTENCIA IMPUGNADA VIOLA DIVERSOS 

PRECEPTOS CONSTITUCIONALES O LEGALES Y LOS TRANSCRIBE” , con 

número de registro digital: 2011952.  

 

37.  La causal de improcedencia es in fundada.  

 

38.  Los artículos 54, fracción XI y 66 fracción VII I  de la Ley 

del Tribunal  establecen lo siguiente.  

 

“ARTÍCULO 54.  El juicio ante el Tr ibunal Estatal de Justicia 

Administrativa es improcedente contra actos o resoluciones:  
 

[. . .] 

 

XI.  En los demás casos en que la improcedencia resulte de 

alguna disposición de la Ley.”  

 

“ARTÍCULO 66.  La demanda deberá indicar:  

 

[. . .] 

 

VIII .  La expresión de los motivos de inconformidad, los cuales 

deberán consist ir  en el señalamiento de una o varias de las 

causales de nulidad previstas en esta Ley, así como los hechos 

y razones por las cuales se consideran aplicables al acto o 

resolución impugnada. 

 

[. . .]” 

 

39.  De la interpretación de los preceptos transcritos se 

obtiene que la ausencia de motivos de inconformidad tendentes 

a acreditar la nulidad del acto impugnado en el juicio 

contencioso administrativo ocasiona, por regla general, su 

improcedencia.  
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40.  Por tanto, para estimar que se configura tal causa l de 

improcedencia es necesario que la parte actora no proponga 

razonamiento lógico jur ídico alguno tendiente a evidenciar la 

i legalidad del acto impugnado. 

 

41.  Al efecto debe decirse, que el motivo de inconformidad 

es el argumento conducente a probar y poner en evidencia la 

i legalidad del acto combatido y, respecto del cual, se ha 

delineado una teoría atendiendo a las notas dist int ivas mínimas 

que debe reunir para considerarlo un planteamiento susceptible 

de examen. 

 

42.  En el caso concreto, la parte actora s í expresó motivos 

de inconformidad; basta de una simple lectura del escrito inicial 

de demanda, para dar cuenta que denunció que la Resolución  

no fue emitida de conformidad con el procedimiento previsto en 

el Reglamento de Bienes del Patrimonio del Municipio de 

Mexicali, Baja California, y que la Resolución  no cumple con los 

requisitos previstos en los artículos 6 y 7 de la Ley del 

Procedimiento para los Actos de la Administración Pública del 

Estado de Baja California. 

 

43.  Por tanto, se tiene que expresó el por qué, o cómo la 

resolución reclamada se aparta del derecho, ello, a través de la 

confrontación de situaciones fácticas concretas frente a la 

norma aplicable, evidenciando la violación y la propuesta de 

solución o conclusión sacada de la conexión entre aquellas 

premisas.  

 

44.  Tomando en cuenta que las partes no hicieron valer 

diversas causales de improcedencia y sobreseimiento, ni este 

Juzgado  advierte la actualización de ninguna de las previstas en 

la Ley del Tribunal , se procede al estudio de fondo del asunto.  

 

Planteamiento del caso 

 

45.  Como se señaló en los resultandos, el 22 de abri l de 

2025, la Oficial Mayor  emit ió la Resolución , mediante la cual le 

indicó a la parte actora que su posesión de la superficie ubicada 

en el lote **********3, de la manzana **********3, del 

Fraccionamiento **********3 originó una invasión de ese predio, 

pues estaba destinado para “área verde propiedad municipal” .  

 

 



Sentencia Definit iva 

Expediente 172/2025 JP 

11 

46.  Por ese motivo, le indicó que debía desalojar lo en un 

periodo de 15 días naturales contados a partir de la notif icación 

de ese escrito, o de lo contrario se l levarían a cabo las acciones 

jur ídicas conducentes para recuperar dicha vía pública.  

 

47.  Contra el acto impugnado, la parte actora expresó 

motivos de inconformidad mediante los cuales combatió vicios 

de forma y procedimiento de la Resolución , mientras que en su 

contestación de demanda, la autoridad defendió la legalidad de 

la resolución impugnada.  

 

48.  Por lo anterior, el problema a resolver consiste en 

determinar la legalidad del acto impugnado a la luz de los 

motivos de inconformidad expuestos por el demandante y los 

razonamientos expuestos por la autoridad demandada en su 

contestación de la demanda. 

 

Estudio de la controversia 

 

49.  Como se expuso en párrafos anteriores, en su demanda 

la parte actora expresó diversos razonamientos que conforman 

sus motivos de inconformidad, los cuales hizo consist ir en lo 

siguiente: 

 

a) Omisión de l levar a cabo el procedimiento previsto en el 

Reglamento de Bienes  

 

b) Incumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 

6 y 7 de la Ley del Procedimiento para los Actos de la 

Administración Pública del Estado de Baja California  

 

50.  Pero además también expresó motivos de 

inconformidad mediante los cuales combatió la notificación de 

la Resolución , s in embargo resultan inoperantes , por un lado, 

porque aun cuando también la señaló como acto impugnado, 

este Juzgado  desechó la demanda respecto de ese acto, y por 

otro lado, porque lo único que podría lograrse con ello es tener 

la demanda por presentada de manera oportuna, lo que ya se 

determinó en el considerando de oportunidad del presente fallo.  

 

51.  Sirve de apoyo a lo anterior, por las razones que la 

integran, el criterio contenido en la tesis con registro digital 

228721 emitido por el Segundo Tr ibunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, publicado en el Semanario 



Sentencia Definit iva 

Expediente 172/2025 JP 

12 

Judicial de la Federación correspondiente al periodo enero -junio 

de mil novecientos ochenta y nueve, de rubro y texto siguiente:  

 

NOTIFICACIONES. SU IMPUGNACION EN LOS RECURSOS 

ADMINISTRATIVOS CUANDO TAMBIEN SE COMBATE EL ACTO.  

 

Conforme a lo dispuesto por el art ículo 129 del Código F iscal 

de la Federación, cuando se alegue que un acto 

administrativo no fue notif icado o que lo fue i legalmente, 

s iempre que se trate de los casos a que se refieren el primero 

y el últ imo de los párrafos del citado precepto legal, hay que 

dist inguir dos s ituaciones: una, cuando en el recurso 

administrativo correspondiente sólo se impugne la 

notif icación. Aquí la autoridad competente, al resolver el 

recurso, quedará constreñida a decidir únicamente ese 

problema: el de la notif icación del acto. La otra situación es 

cuando se combate la notif icación, pero también el acto 

administrativo. En este supuesto, s i la autoridad resuelve que 

no hubo notif icación o que lo fue i legal, debe tener al 

recurrente como sabedor del acto administrativo desde la 

fecha en que manifestó conocerlo ,  o en que se le dio a 

conocer en los términos de la fracción I I  del mismo artículo, y 

proceder al estudio de la impugnación formulada en contra 

del mencionado acto administrat ivo; pero no debe ya ordenar 

la reposición del procedimiento para que se verif iq ue o, en su 

caso, para que se efectúe nuevamente la notif icación del 

acto, puesto que ya se cumplió con la f inal idad del medio 

legal para impugnar las notif icaciones que el particular esté 

en aptitud de interponer, oportuna y eficazmente, el recurso 

que proceda contra el acto administrativo correspondiente. Y 

s i la inconforme ya se hizo sabedora del acto, o s i a ésta ya 

se le dio a conocer en el mismo recurso, no hay razón lógica 

para que se mande reponer el procedimiento y no se estudie 

la impugnación hecha valer contra el acto administrativo, 

máxime que la ley expresamente dispone que si se analice.  

 

52.  Ahora bien, más adelante se l legará a la conclusión que 

el motivo de inconformidad identificado con el inciso a) es 

fundado, sin embargo, con fundamento en el últ imo párrafo del 

art ículo 108 de la Ley del Tr ibunal , en primer término este Juzgado  

advierte de oficio que se actualiza la causal de nulidad prevista 

en el artículo 108, fracción II , de la Ley del Tribunal , por la 

insuficiente fundamentación de la competencia de la Oficial 

Mayor en la Resolución .  

 

53.  Los artículos citados por la Oficial Mayor  en la 

Resolución  para fundamentar su competencia disponen lo 

siguiente: 
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Del Reglamento de la Administración Pública del Municipio 

de Mexicali, Baja California:  

 

“Artículo 59.-  La Oficialía Mayor tendrá las s iguientes 

atr ibuciones:  

 

(…)  

 

XIV.-  Resguardar los bienes muebles e inmuebles municipales, 

de los que deberá mantener actual izado un inventario f ís ico;  

 

(…)”  

 

Del Reglamento de Bienes :  

 

“Artículo 4.-  Son autoridades competentes para la apl icación 

de las disposiciones del Reglamento:  

 

(…)  

 

IV.-  La Oficial ía Mayor;  

 

(…)”  

 

“Articulo 8.-  Son atr ibuciones de la Oficialía Mayor.  

 

I .-  Conducir los procedimientos de adquisic ión, inventario,  

protección y disposición de los Bienes Municipales;  

 

I I .-  Suscribir en nombre y representación del Municipio, los 

actos jur ídicos por virtud de los cuales éste adquiera la 

propiedad, así como el uso y goce de bienes bajo cualquier 

t ítulo; 

 

(…)”  

 

“Artículo 63.-  Independientemente de otras acciones legales 

que procedan, compete a la Oficialía Mayor l levar a cabo la 

recuperación de los Bienes Municipales mediante 

procedimiento administrativo, en los casos s iguientes:  

 

I .-  Se explote, ocupe, use, aproveche o disponga de un Bien 

Municipal, s in haberse obtenido previamente concesión, 

permiso o autorización, o celebrado contrato con el 

Municipio;  

 

I I .-  No se devolviere el bien al concluir el plazo establecido en 

la concesión, permiso, autor ización o contrato, o se le dé un 

uso dist into al autorizado;  

 

I I I .-  Cuando no se cumpla alguna de las obligaciones 

consignadas en la concesión, permiso o autor ización 

respectiva; y 
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IV.-  Por cualquier causa de interés público.”  

 

54.  Como se advierte de los art ículos antes transcritos, la 

Oficial Mayor  es la autoridad competente para resguardar los 

bienes municipales, aplicar las disposiciones del Reglamento de 

Bienes , conducir los procedimientos de adquisición, inventario, 

protección y disposición de lo dichos bienes, suscribir en nombre 

del municipio los actos jur ídicos por medio de los que se adquiera 

la propiedad, uso y goce de bienes, y l levar a cabo la 

recuperación de los bienes municipales mediante procedimiento 

administrativo en diversos casos.  

 

55.  En relación con el artículo 63 del Reglamento de Bienes , 

se advierte que prevé la competencia de la Oficial Mayor  para 

recuperar los bienes del municipio en cuatro casos distintos: 

cuando se disponga de un bien municipal sin que medie la 

autorización correspondiente; cuando teniéndola no se devuelva 

el bien al concluir el plazo establecido o se le dé un uso distinto 

al autorizado; cuando se incumpla con alguna de las 

obligaciones consignadas en la autorización; y por cualquier 

causa de interés público.  

 

56.  En el caso particular, la Oficial Mayor  no fundamentó 

de manera suficiente su competencia en la Resolución , pues citó 

el art ículo 63 del Reglamento de Bienes  s in precisar cuál de las 

cuatro fracciones era aplicable al caso, lo que resultaba 

necesario a efecto de darle a conocer a la parte actora la razón 

por la que esa autoridad se encontraba ejerciendo dicha 

facultad. 

 

57.  En ese tenor, lo conducente es declarar la nul idad de 

la Resolución  con fundamento en el artículo 108, fracción II , de 

la Ley del Tribunal , por incumplimiento de los requisitos formales 

que legalmente debía revestir, ya que se afectaron las defensas 

de la demandante. 

 

58.  Por otro lado, no obstante que se actualizó la nulidad 

de la Resolución , motivada en la insuficiente fundamentación de 

la competencia de la autoridad demandada, este Juzgado  

estima procedente analizar los argumentos expuestos por la 

parte actora relacionados con vicios de procedimiento.  

 

59.  Se just if ica lo anterior en atención al principio de mayor 

beneficio, a f in de resolver la cuestión efectivamente planteada 

por la parte actora, ya que en la fase de descubrimiento de la 
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decisión, este Juzgado  advierte que tales argumentos son 

fundados. 

 

60.  En efecto, de no realizar ese ejercicio, la Oficial Mayor  

estaría en aptitud de reiterar los razonamientos expuestos en la 

Resolución , lo que resultaría en la consecuente instauración de 

un nuevo juicio de nulidad, en detrimento del derecho de la 

parte actora a una justicia pronta y expedita, reconocido por el 

art ículo 17 de la Constitución Polít ica de los Estados Unidos 

Mexicanos.  

 

61.  Resulta orientador el criterio sostenido por el Pr imer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, 

que este Juzgado comparte, contenido en la tesis IV.1o.A.42 A 

(10a.)  publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación con número de registro digital: 2011691 ,  cuyo rubro y 

texto se reproducen a continuación.  

 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. TIENE 

LA FACULTAD PARA SUSTITUIRSE AL CRITERIO DISCRECIONAL DE 

LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA QUE RESULTE COMPETENTE, EN 

APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO QUE RIGE EN 

EL DICTADO DE LAS SENTENCIAS. 

 

La reforma al artículo 51, penúlt imo párrafo, de la Ley Federal 

de Procedimiento Contencioso Administrat ivo, vigente a partir  

del 11 de diciembre de 2010, tuvo como ratio legis el dictamen 

de las Comis iones Unidas de Hacienda y Crédito Públ ico; de 

Just icia, y de Estudios Legis lat ivos, Segunda, que consideró: 

". . .esta iniciat iva prevé la reforma al cuarto párrafo del 

artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, a efecto de evitar mayores dilaciones en los 

juicios que se tramitan ante el mismo (Tr ibunal Federal de 

Just icia Fiscal y Administrativa).. .para evitar la reiteración del 

acto impugnado que esta vez sea emit ido por una autor idad 

auténticamente competente y que con ello se dé inicio a un 

nuevo juicio.".  Luego, en la discusión sustentada en el Senado, 

que actuó como Cámara de Origen, se determinó: ". . .Por su 

importancia para salvaguardar el principio de mayor 

beneficio al just iciable el dictamen recoge la propuesta de 

obl igar al tr ibunal a que, al emitir  sus resoluciones, ana l ice no 

solamente la competencia de la autoridad, s ino también los 

agravios hechos valer por las partes; es decir,  las cuestiones 

de fondo.-Esto s ignif ica recuperar en todos los casos la 

esencia de la justicia, que es superar la mera forma para 

atender lo que al ciudadano le importa más...En s íntesis. . .el  

dictamen...se dir ige a cumplir  tres objetivos fundamentales:  

. . .Dos. Resolver invariablemente el fondo de los asuntos con 

base en el principio del mayor beneficio para el just iciable,  

para evitar reenvíos innecesarios y juicios interminables y 

costosos.".  Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Just icia de la Nación, en la jur isprudencia 2a./J. 66/2013 
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(10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Décima Época, Libro XXI,  Tomo 1, junio de 2013, 

página 1073, estableció que en el amparo directo ". . .cuando 

la incompetencia de la autor idad resulte fundada y además 

existan agravios encaminados a controvert ir  el fondo del 

asunto, las Salas del Tr ibunal Federal de Justic ia Fiscal y 

Administrativa deberán analizarlos, y s i alguno de éstos resulta 

fundado, con base en el principio de mayor beneficio,  

procederán a resolver el fondo de la cuestión efectivamente 

planteada por el actor.",  pues ". . .debe privi legiarse el estudio 

de los argumentos que, de resultar fundados, generen la 

consecuencia de eliminar totalmente los efectos del acto 

impugnado; por tanto... las Salas referidas deben examina r la 

totalidad de los conceptos de anulación tendentes a 

controvert ir  el fondo del asunto, aun cuando se determine que 

el acto impugnado adolece de una indebida fundamentación 

de la competencia de la autoridad demandada...".  Por 

consiguiente, cuando el Tr ibunal Colegiado de Circuito, al 

examinar la sentencia del Tr ibunal Federal de Just icia Fiscal y 

Administrativa, declare la incompetencia de la autoridad 

administrativa que emit ió el acto y advierta que existen 

conceptos de impugnación encaminados a combati r el fondo 

del asunto, conforme al pr incipio de mayor beneficio que r ige 

en el dictado de las sentencias del procedimiento 

contencioso, no debe conceder la protección constitucional 

sólo para que declare la nul idad del acto, s ino que el alcance 

de la sentencia protectora debe obl igar a la Sala a sustituirse 

al cr iter io discrecional de la autor idad administrativa que 

resulte competente, y a resolver el fondo de la cuestión 

efectivamente planteada, ya que de no hacerlo, dejaría en 

aptitud a la autoridad que realmente resulte competente en 

posibi l idad de reiterar lo que dijo la incompetente, con la 

consecuente instauración de un nuevo juicio de nul idad, 

necesario para impugnar esa diversa resolución.  

 

a) Omisión de llevar a cabo el procedimiento  

previsto en el Reglamento de Bienes  

 

62.  La demandante expuso en su demanda que el acto 

impugnado no fue emitido de conformidad con el procedimiento 

previsto en el Reglamento de Bienes . 

 

63.  El motivo de inconformidad es fundado.  La Resolución  

no fue emitida de conformidad con el procedimiento previsto en 

el Reglamento de Bienes .  

 

64.  Los art ículos 63 a 68 del Reglamento de Bienes , prevén 

el procedimiento que se debe llevar para realizar la recuperación 

de los bienes municipales correspondiente:  
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“Artículo 63.-  Independientemente de otras acciones legales 

que procedan, compete a la Oficialía Mayor l levar a cabo la 

recuperación de los Bienes Municipales mediante 

procedimiento administrativo, en los casos s iguientes:  

 

I .-  Se explote, ocupe, use, aproveche o disponga de un Bien 

Municipal, s in haberse obtenido previamente concesión, 

permiso o autorización, o celebrado contrato con el 

Municipio;  

 

I I .-  No se devolviere el bien al concluir el plazo establecido en 

la concesión, permiso, autor ización o contrato, o se le dé un 

uso dist into al autorizado;  

 

I I I .-  Cuando no se cumpla alguna de las obligaciones 

consignadas en la concesión, permiso o autor ización 

respectiva; y 

 

IV.-  Por cualquier causa de interés público.”  

 

“Artículo 64.-  El procedimiento administrat ivo de 

recuperación de Bienes Municipales iniciará por acuerdo que 

dicte la Oficial ía Mayor, el cual deberá contener por lo menos 

lo s iguiente:  

 

I .-  La ubicación del bien del que se trate, superficie, medidas 

y col indancias;  

 

I I .-  Los fundamentos legales y los motivos que den origen al 

procedimiento;  

 

I I I .-  La notif icación al ocupante del bien del derecho a 

defenderse, ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho 

convenga, dentro del término de cinco días hábiles, contados 

a partir  del día s iguiente de la notif icación del acuerdo; y,  

 

IV.-  La determinación en su caso de aplicar la medida de 

seguridad de ocupación provis ional del bien por el Municipio.  

En cada caso, la Oficialía Mayor hará del conocimiento de la 

Sindicatura el inicio del procedimiento respectivo, y los 

hechos que lo motiven.”  

 

“Artículo 65.-  Una vez que hayan s ido admitidas en su caso las 

pruebas ofrecidas se procederá a su desahogo en un término 

que no exceda de diez días hábiles y desahogadas las mismas 

se procederá a emit ir  la resolución correspondiente, en un 

término de cinco días hábiles .”  

 

“Artículo 66.-  La resolución deberá contener lo s iguiente:  

 

I .-  Nombre de las personas sujetas al procedimiento;  

I I .-  El anál is is de las cuestiones planteadas por los interesados,  

en su caso;  

 

I I I .-  La valoración de las pruebas;  
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IV.-  Los fundamentos y motivos que sustenten la resolución;  

 

V.-  La declaración sobre la procedencia en su caso de la 

terminación, revocación o caducidad de las concesiones, 

permisos o autor izaciones; y,  

 

VI.-  Los términos,  en su caso, para l levar a cabo la 

recuperación de los Bienes Municipales.” 

 

“Artículo 67.-  Una vez que se notif ique la resolución se 

procederá a ejecutarla de forma inmediata. La interposición 

de algún recurso administrat ivo en términos de la 

reglamentación de la mater ia, no interrumpirá su ejecución. 

Para la ejecución de la resolución, así como de la medida de 

seguridad prevista en el artículo s iguiente, la Oficialía Mayor 

podrá auxi l iarse de la fuerza pública municipal.”  

 

“Artículo 68.- En cualquier etapa del procedimiento de 

recuperación administrativa de Bienes Municipales, la 

Oficialía Mayor podrá dictar y aplicar la medida de seguridad 

de ocupación provis ional del bien por el Municipio, cuando 

concurra alguna causa de interés público,  sea necesario el 

bien para la prestación de un servicio público, o para la 

ejecución de una obra pública.”  

 

65.  De la anterior transcripción se desprende que compete 

a la Oficialía Mayor  l levar a cabo la recuperación de los Bienes 

Municipales mediante procedimiento administrativo, el cual 

iniciará por acuerdo que dicte esa autoridad, mismo que deberá 

contener por lo menos lo siguiente:  

 

• La ubicación del bien del que se trate, superficie, 

medidas y colindancias;  

 

• Los fundamentos legales y los motivos que den origen 

al procedimiento;  

 

• La notificación al ocupante del bien del derecho a 

defenderse, ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho 

convenga, dentro del término de cinco días hábiles, contados a 

partir del día s iguiente de la notificación del acuerdo; y  

 

• La determinación en su caso de aplicar la medida de 

seguridad de ocupación provis ional del bien por el Municipio. En 

cada caso, la Oficialía Mayor hará del conocimiento de la 

Sindicatura el inicio del procedimiento respectivo, y los hechos 

que lo motiven.  
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66.  Posteriormente, en caso de que hayan sido admitidas 

las pruebas ofrecidas se procederá a su desahogo en un término 

que no exceda de diez días hábiles y desahogadas las mismas se 

procederá a emitir la resolución correspondiente, en un término 

de cinco días hábiles, la que deberá contener lo s iguiente:  

 

• Nombre de las personas sujetas al procedimiento;  

 

• El análisis de las cuestiones planteadas por los 

interesados, en su caso;  

 

• La valoración de las pruebas;  

 

• Los fundamentos y motivos que sustenten la resolución;  

 

• La declaración sobre la procedencia en su caso de la 

terminación, revocación o caducidad de las concesiones, 

permisos o autorizaciones; y,  

 

• Los términos, en su caso, para l levar a cabo la 

recuperación de los Bienes Municipales.  

 

67.  Una vez notificada la resolución, se procederá a 

ejecutarla de forma inmediata; sin que la interposición de algún 

recurso administrativo en términos de la reglamentación de la 

materia, interrumpirá su ejecución.  

 

68.  De lo anterior, puede concluirse que previamente a que 

la Oficial Mayor ,  se encuentre en posibil idades de solicitar a 

persona alguna, desaloje un predio, supuestamente propiedad 

del Ayuntamiento, debe llevar a cabo el procedimiento 

correspondiente previsto en el Reglamento de Bienes . 

 

69.  Por tanto, la autoridad demandada, al emit ir  la 

Resolución  impugnada, no cumplió con las formalidades 

previstas en el Reglamento de Bienes , de ahí el mismo carece de 

validez.  

 

70.  En consecuencia, es dable concluir que para resolver 

respecto a la recuperación de los Bienes Municipales, debe de 

desahogarse el procedimiento previsto en el Reglamento de 

Bienes , a fin de contarse con elementos técnicos y científ icos 

suficientes.  
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71.  En las relatadas condiciones, se actualiza la causal de 

nulidad prevista en el  art ículo 108, fracción II I, de la Ley del 

Tribunal , al no haberse respetado el procedimiento administrativo 

para la recuperación de bienes. 

 

72.  Finalmente, en mérito de lo hasta aquí expuesto, este 

órgano jur isdiccional considera innecesario emprender el estudio 

del diverso motivo de inconformidad planteado por la parte 

actora, ya que la conclusión a que se l legare sobre  dicho análisis 

no haría variar el sentido de esta sentencia  ni implicaría un mayor 

beneficio en su favor. 

 

Efectos de la sentencia  

 

73.  Como consecuencia de la nul idad declarada en el 

considerando que antecede, con fundamento en el artículo 109 

de la Ley del Tribunal , corresponde en este apartado fi jar los 

términos de la resolución que en su caso deba dictar la autoridad 

demandada y ordenar el hacer, el no hacer o el dar que 

correspondan para salvaguardar el derecho del afectado.  

 

74.  En el caso, no obstante que las causales de nulidad 

detectadas en la Resolución  corresponden a vicios formales y de 

procedimiento, es improcedente condenar a la autoridad a que 

subsane los vicios precisados. 

 

75.  Lo anterior en virtud que de la lectura del art ículo 61 del 

Reglamento de Bienes 7, se advierte que no impone a la autoridad 

municipal la obligación de recuperar los bienes municipales, s ino 

que más bien contempla una facultad discrecional , y en ese 

sentido, este Tribunal  no puede obligar a la autoridad a ejercer 

atr ibuciones que la ley reserva con ese carácter, aunque 

tampoco le impide hacerlo s i lo estima procedente.  

 

76.  En términos de lo antes expuesto, procede condenar a 

la Oficial Mayor  a dejar sin efectos la Resolución  impugnada, con 

todas sus consecuencias,  precisándose que se dejan a salvo las 

facultades de la autoridad para instaurar el procedimiento de 

recuperación de bienes. 

 

 
7 “Art ículo  61 . -  De acuerdo con lo  p rev i s to  por  e l  a r t ícu lo  14 de la  Ley,  e l  Ayuntamiento 

posee la  facu l tad de des l indar  y  recuperar  admin i s t rat ivamente la  poses ión de los  B ienes 

Munic ipa les  su jetos  a l  rég imen de domin io  públ ico,  que por  cualqu ie r  mot ivo se  encuent ren 

en poses ión de part icu lares  o  de autor idad d iversa,  s igu iendo e l  p rocedimiento prev i s to  en 

este  Capítu lo .”  
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77.  En mérito de todo lo anteriormente expuesto y fundado, 

es de resolverse y se...  

 

III.  R E S U E L V E:  

 

PRIMERO.  Se declara la nul idad de la resolución contenida 

en el oficio **********2, que dictó la Oficial Mayor del 

Ayuntamiento de Mexicali el veintidós de abril  de dos mil  

veinticinco. 

 

SEGUNDO. Se condena a la Oficial Mayor del Ayuntamiento 

de Mexicali a dejar sin efectos la resolución declarada nula, con 

todas sus consecuencias.  

 

Notifíquese a las partes mediante Boletín Jurisdiccional.  

 

Así lo resolvió Raúl Aldo González Ramírez, Primer Secretario de 

Acuerdos del Juzgado Primero del Tribunal Estatal de Just icia 

Administrativa de Baja California en funciones de Juez Titular por 

Ministerio de Ley en términos del artículo 12 de la Ley del Tr ibunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, según 

designación hecha mediante Acuerdo de Pleno de ocho de junio  

de dos mil veintitrés; y fi rma ante la presencia de  la Secretaria de 

Acuerdos, Sofía Vargas Garmiño, que autoriza y da fe.  
RAGR/SVG



 

1   

“EL IMINADO:  Nombre de la  parte  actora,  1  pár rafo(s)  con 1  renglones ,  en página 1 .  
Fundamento  lega l :  a r t ícu l os  54 ,  99  de  la  Ley  de  T ra nspare nc ia ,  Acceso  a  la  I n formac ión  

Púb l ica y  Aper tura  Ins t i tuc iona l  para  e l  es tado  de  Ba ja  Cal i fo rn ia ,  55 ,  59  de l  Reglamento  

en Ma ter ia  de  T ransparenc ia ,  Acceso  a  la  I n forma c ión Púb l ica y  P rotecc ión  de  Da tos  

Per sona les  de l  T r ib una l  E s tata l  de  Jus t ic ia  Admin i s t ra t i va  de  Ba ja  Cal i fo rn ia .   

La  c las i f icac ión de la  i n f ormac ión com o conf idenc ia l  se  rea l i za  e n v i r tud  de que e l  

p resente  documento  cont i ene da tos  per sona le s  y/o datos  pe r sona les  sens ib les ,  lo s  cua les  

conc ie rnen  a  una  per sona f í s ica  ide nt i f icada  e  id ent i f icab le ,  por  lo  q ue  no p uede  

d i fund i r se ,  pub l icar se  o  dar se  a  conocer ,  s i n  e l  consent imiento  de  su  t i tu la r ,  de  

conformidad  con  los  p r inc ip ios  de  l ic i tud ,  f i na l ida d,  lea l tad ,  conse nt imiento,  ca l idad,  

p roporc iona l idad ,  in form ac ión y  re sponsab i l idad  en  e l  t ra tamiento  de  lo s  datos  

per sona le s .”  

  

2   “EL IMINADO:  Número de of ic io ,  3  pár rafo(s)  con 3  renglones ,  en páginas  1  y  21.  
Fundamento  lega l :  a r t ícu l os  54 ,  99  de  la  Ley  de  T ra nspare nc ia ,  Acceso  a  la  I n formac ión  

Púb l ica y  Aper tura  Ins t i tuc iona l  para  e l  es tado  de  Ba ja  Cal i fo rn ia ,  55 ,  59  de l  Reglamento  

en Ma ter ia  de  T ransparenc ia ,  Acceso  a  la  I n forma c ión Púb l ica y  P rotecc ión  de  Da tos  

Per sona les  de l  T r ib una l  E s tata l  de  Jus t ic ia  Admin i s t ra t i va  de  Ba ja  Cal i fo rn ia .   

La  c las i f icac ión de la  i n f ormac ión com o conf idenc ia l  se  rea l i za  e n v i r tud  de que e l  

p resente  documento  cont i ene da tos  per sona le s  y/o datos  pe r sona les  sens ib les ,  lo s  cua les  

conc ie rnen  a  una  per sona f í s ica  ide nt i f icada  e  id ent i f icab le ,  por  lo  q ue  no p uede  

d i fund i r se ,  pub l icar se  o  dar se  a  conocer ,  s i n  e l  consent imiento  de  su  t i tu la r ,  de  

conformidad  con  los  p r inc ip ios  de  l ic i tud ,  f i na l ida d,  lea l tad ,  conse nt imiento,  ca l idad,  

p roporc iona l idad ,  in form ac ión y  re sponsab i l idad  en  e l  t ra tamiento  de  lo s  datos  

per sona le s .”  

  

3   “EL IMINADO:  Datos  de ident i f icación de inmueble,  6  pár rafo(s)  con 4  renglones ,  en 

páginas  2  y  10.  
Fundamento  lega l :  a r t ícu l os  54 ,  99  de  la  Ley  de  T ra nspare nc ia ,  Acceso  a  la  I n formac ión  

Púb l ica y  Aper tura  Ins t i tuc iona l  para  e l  es tado  de  Ba ja  Cal i fo rn ia ,  55 ,  59  de l  Reglamento  

en Ma ter ia  de  T ransparenc ia ,  Acceso  a  la  I n forma c ión Púb l ica y  P rotecc ión  de  Da tos  

Per sona les  de l  T r ib una l  E s tata l  de  Jus t ic ia  Admin i s t ra t i va  de  Ba ja  Cal i fo rn ia .   

La  c las i f icac ión de la  i n f ormac ión com o conf idenc ia l  se  rea l i za  e n v i r tud  de que e l  

p resente  documento  cont i ene da tos  per sona le s  y/o datos  pe r sona les  sens ib les ,  lo s  cua les  

conc ie rnen  a  una  per sona f í s ica  ide nt i f icada  e  id ent i f icab le ,  por  lo  q ue  no p uede  

d i fund i r se ,  pub l icar se  o  dar se  a  conocer ,  s i n  e l  consent imiento  de  su  t i tu la r ,  de  

conformidad  con  los  p r inc ip ios  de  l ic i tud ,  f i na l ida d,  lea l tad ,  conse nt imiento,  ca l idad,  

p roporc iona l idad ,  in form ac ión y  re sponsab i l idad  en  e l  t ra tamiento  de  lo s  datos  

per sona le s .”  




